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El período de tiempo tenido en consideración para elaborar este informe ha sido el transcurrido entre el 9 diciembre de 2009 y el 10 de marzo de 2010. 

I) NOVEDADES NORMATIVAS.-

2. Comunidades Autónomas.-

En esta ocasión se deja constancia de dos normas en materia de organización local, siendo especialmente destacable la aprobada en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Aragón. 

B) Cataluña.-

La primera de estas normas es la Orden del Departamento de Gobernación y Administraciones Públicas de la Generalitat de Cataluña 570/2009, de 10 de diciembre, por la que se establece el procedimiento de envío de las actas y acuerdos de los órganos de gobierno y administración de las entidades locales a dicho Departamento (DOGC nº 5546, de 15 de enero de 2010). Pese a no indicarse en su título, esta Orden se explica directamente en el contenido del Decreto 56/2009, de 7 de abril, para el impulso y desarrollo de los medios electrónicos en la Administración catalana, cuyo artículo 11.3 ya determinaba que las comunicaciones, tramitaciones y envíos de documentación entre la Generalitat y las entidades locales habría de efectuarse preferentemente por dichos medios, que podrían convertirse en obligatorios por causas objetivas justificadas, y mediante Orden, siempre que estuvieran garantizados el acceso y la disponibilidad de los mismos. 

En este marco, la Orden 570/2009 establece que el cumplimiento de la obligación de envío de copia literal o extracto de las actas y acuerdos adoptados por los órganos de gobierno y administración de las entidades locales contenida en los artículos 56.1 LBRL y 145 del Decreto Legislativo 2/2003, de 28 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Municipal y de Régimen Local de Cataluña, deberá realizarse en el registro electrónico de la Administración de la Generalitat en el plazo máximo de quince días desde su adopción, correspondiendo dicho envío al secretario de la entidad, que habrá de certificar asimismo que la documentación remitida concuerda con los originales obrantes en la misma. La autenticidad e integridad de los envíos se garantizará mediante el uso de firma electrónica reconocida emitida por la Agencia Catalana de Certificación (organismo autónomo bajo el amparo del Consorcio Administració Oberta Electrònica de Catalunya, encargado de prestar servicios de firma electrónica a las administraciones catalanas), y será el propio registro el que emita de forma automática el correspondiente recibo de presentación. 

También las solicitudes formuladas por el Departamento de Gobernación y Administraciones Públicas a las entidades locales (peticiones de información para comprobar la aplicación de la legislación de la Generalitat, requerimientos de anulación de actos o acuerdos por considerar que infringen el ordenamiento jurídico, etc.) se realizarán por medios electrónicos cuando ello sea posible, utilizando al efecto sus correspondientes registros electrónicos con las mismas condiciones que acaban de exponerse. 

J) Aragón.-

Pero sin duda, la norma más importante en materia de organización local que ha de destacarse en esta oportunidad es la Ley de las Cortes de Aragón 9/2009, de 22 de diciembre, reguladora de los Concejos Abiertos que, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 82.2 del Estatuto de Autonomía, tiene como objeto establecer los requisitos para la aplicación de este régimen a los Municipios y entidades locales menores de esta Comunidad, en sustitución de las previsiones contenidas en los artículos 47 a 57 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración local de Aragón (LALA), que quedan derogados. 

Sin duda, la decisión más llamativa de este texto legal es la reducción del ámbito de aplicación del régimen de Concejo abierto que, por mor de lo dispuesto en su artículo 3, va a quedar limitado a los Municipios y entidades locales menores de Aragón con población inferior a 40 habitantes o tradición en su utilización anterior a 1985, así como a aquellos otros cuyas circunstancias particulares lo hagan aconsejable y así se acredite y resuelva. Esta minoración poblacional, abundantemente justificada por el legislador en realidades tales como la extensión del régimen a un número destacado de Municipios aragoneses –consecuencia a su vez del señalamiento poblacional contenido en la LBRL (artículo 29: “funcionan en Concejo Abierto los Municipios con menos de 100 habitantes…)–, el previsible incremento del mismo derivado de la despoblación a la que se enfrentan muchos otros, y la detección práctica de disfunciones (frecuente dificultad de obtener el quórum de asistencia para la correcta constitución y adopción de acuerdos –que, salvo uso, costumbre o tradición, se fijaba en un tercio del número de miembros de la Asamblea vecinal–, soledad y cierto desamparo de los Alcaldes, limitaciones al debate directo cuando se trata de cuestiones de cierta complejidad técnica o legal), pudiera suscitar dudas de compatibilidad con la legislación básica estatal, precisamente con el aludido artículo 29 LBRL. Dudas que en la Exposición de motivos de la Ley aragonesa se desestiman en base a una previsión estatutaria suficiente que permite la adaptación del régimen a las peculiaridades de nuestro territorio y a la habilitación a los Municipios de entre 40 y 99 habitantes para solicitar al Gobierno de Aragón su continuación en el régimen en el plazo máximo de seis meses desde la entrada en vigor de la Ley (31 de diciembre de 2009), previo acuerdo de la Asamblea aprobado por mayoría absoluta, y adjuntando la documentación que acredite el correcto funcionamiento del régimen de Concejo abierto. Con los informes oportunos, el Consejero competente en materia de régimen local propondrá la decisión que proceda, que se adoptará mediante Decreto (Disposición Adicional Primera). A los Municipios que no ejerzan esta opción les resultará de aplicación el sistema de elección de cinco concejales previsto para los de población inferior a 250 habitantes por el artículo 179 de la LOREG. 

Por lo que se refiere a los órganos de gobierno y administración, además del Alcalde –que será elegido directamente por los electores del Municipio de entre los miembros de la Asamblea– la Ley prevé la posibilidad de designar hasta un máximo de cuatro Tenientes de Alcalde, que sustituirán a aquél en casos de ausencia, vacante o enfermedad y que ejercerán, en su caso, las atribuciones que el Alcalde les haya delegado expresamente. Se trata con ello de evitar situaciones contrastadas de vacío institucional. Por supuesto, la Asamblea sigue siendo el órgano colegiado superior, y está compuesta por todos los electores del Municipio. Recuerda el artículo 5.2 de la Ley aragonesa que los miembros de la misma no tienen condición de cargo electo, por lo que no están sujetos al régimen propio de los mismos (incompatibilidades, prohibiciones, etc.). Alcalde y Asamblea ejercerán las competencias que las leyes otorgan al Alcalde y al Pleno del Ayuntamiento respectivamente, y se entenderán delegadas en el Alcalde, salvo acuerdo en contrario de la Asamblea, las atribuciones delegables por el Pleno de los Ayuntamientos conforme a la legislación de régimen local (artículo 7). Adicionalmente, la Asamblea podrá acordar la designación de una Comisión informativa, compuesta por el Alcalde y un máximo de cuatro miembros de la misma, que asista al primero en la preparación de los asuntos de especial relevancia que hayan de elevarse para su aprobación por la segunda y, en todo caso, en la elaboración de los presupuestos del Municipio, las Ordenanzas fiscales y las relativas al aprovechamiento de bienes. Obligatoria es, sin embargo, la existencia de una Comisión de Cuentas integrada por el Alcalde y cuatro vocales designados por la Asamblea entre sus miembros, que informarán las cuentas anuales antes de someterlas a la aprobación de este órgano colegiado, como mecanismo de transparencia y control de la gestión económica municipal. 

También se recogen en esta Ley unas normas esenciales de funcionamiento referidas al lugar y convocatoria de las sesiones de la Asamblea (mediante anuncio público por cualquier medio de uso tradicional del lugar, sin necesidad de citación individual, con una antelación mínima de cinco o dos días según se trate de sesiones ordinarias o extraordinarias, y siempre mediando publicación en el tablón de anuncios, con el orden del día y el borrador del acta anterior); a la periodicidad de su celebración (las sesiones ordinarias se celebrarán como mínimo cada tres meses, las extraordinarias cuando lo decida el Alcalde o lo solicite una cuarta parte de los miembros de la Asamblea); a los requisitos para su válida constitución (quórum de un tercio del número legal de miembros presentes o representados en primera convocatoria, de un quinto en segunda sin que pueda ser menor de tres, y que deberá mantenerse a lo largo de toda la sesión), y al desarrollo de las mismas (que deberá ajustarse a los usos, costumbres y tradicionales locales o, en su defecto, al régimen general de las entidades locales, cabiendo aprobación por la Asamblea de un Reglamento orgánico para ordenar y completar su organización y funcionamiento). Una vez celebrada la sesión, el borrador del acta se hará público en el tablón de anuncios de la Casa Consistorial en un plazo no superior a cinco días, remitiéndose copia al Departamento de Política Territorial y a la Subdelegación del Gobierno en el plazo de los diez días siguientes a su celebración. Los acuerdos se adoptarán como regla general por mayoría simple, salvo cuando se exija un quórum especial por la Ley. 

Como señala la Exposición de motivos del texto legal, uno de los mayores problemas con que se encontraba el régimen del Concejo abierto venía referido al sistema de representación. Ya la LALA había limitado a dos adicionales las representaciones que cada vecino podía asumir, dejando sin efecto la previsión supletoria del ROF, cuyo artículo 111.3 admitía la representación de hasta un tercio de los miembros de la Asamblea por un solo vecino, lo que sin duda subvierte el sistema de democracia directa en otro de democracia representativa sin las debidas garantías de transparencia. La Ley de Concejos abiertos mantiene la representación en los mismos términos cuantitativos, para una sola sesión o con carácter indefinido durante el período entre elecciones locales, debiendo acreditarse mediante poder otorgado ante notario o ante el Secretario del Municipio. Sólo se niega la representación en los casos de suscripción y votación de una moción de censura (artículo 6). 

La Ley finaliza con una serie de disposiciones variadas que no son sino desarrollos de previsiones que ya estaban contenidas en los preceptos derogados de la LALA: posible exención del puesto de Secretario-Interventor, prestándose sus funciones mediante la asistencia y cooperación de la Comarca o, en su defecto de otras entidades de ámbito supramunicipal; pervivencia de la Asamblea como órgano desconcentrado de participación en los procedimientos de alteración de términos municipales; posibilidad de autorización de funcionamiento en régimen de Concejo abierto a Municipios o entidades locales menores a los que no corresponda por razón de población, previa justificación de sus ventajas y resolución favorable del Gobierno de Aragón, y siguiendo el procedimiento que señala el artículo 16; y eventual iniciación del procedimiento para la fusión o incorporación del Municipio a otro limítrofe o para la disolución de la entidad local menor en los casos en que quede acreditada la falta de funcionamiento del régimen de Concejo abierto, la no celebración de sesión de la Asamblea por plazo superior a seis meses y la carencia de candidatos a la Alcaldía, concretando lo dispuesto en términos generales por el artículo 9.d de la LALA (“la incorporación o fusión de municipios podrá realizarse (…) cuando no exista voluntad efectiva de autogobierno puesta de manifiesto por la falta de presentación de candidaturas en las elecciones municipales o por la ausencia de funcionamiento del régimen de concejo abierto”). 

Únicamente señalar, antes de terminar, que según lo establecido en la Disposición Transitoria Única de la Ley, la aplicación del nuevo régimen de Concejo abierto se demorará hasta la celebración de las próximas elecciones locales, si bien antes de la convocatoria de las mismas el Gobierno de Aragón habrá de comunicar a la Administración General del Estado la relación de municipios y entidades locales menores que continuarán rigiéndose por el sistema de Concejo abierto o los que, con una población inferior a 100 habitantes, pasarán a regirse por Ayuntamiento o Junta vecinal. Sólo los preceptos que regulan su gobierno y administración y su funcionamiento van a resultar de aplicación a partir de la entrada en vigor de la Ley. 

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-

1. Tribunal Constitucional (TC).-

La STC 210/2009, de 26 de noviembre (BOE nº 313, de 29 de diciembre) otorga el amparo solicitado por la concejal de un Ayuntamiento, reconociendo su derecho fundamental a la tutela judicial efectiva y anulando en consecuencia la Sentencia del TSJ frente a la que había promovido el recurso de amparo. En la Sentencia del TSJ se declaraba la inadmisión del recurso contencioso-administrativo presentado por dicha concejal frente a la resolución del Alcalde de la Corporación municipal por la que se aprobó el resultado del proceso de funcionarización desarrollado en el Ayuntamiento, por entender que carecía de legitimación activa, estimando la excepción recogida en el artículo 20.a LJCA (“no pueden interponer recurso contencioso-administrativo contra la actividad de una Administración pública los órganos de la misma y los miembros de sus órganos colegiados, salvo que una Ley lo autorice expresamente”). El TC, sin embargo, recuerda una doctrina ya sentada en sus Sentencias 173/2004, de 18 de octubre y 108/2006, de 3 de abril, conforme a la cual, al lado del interés legítimo como título de legitimación activa (artículo 19.1.a LJCA), existe una legitimación ex lege que corresponde a los miembros de las Corporaciones locales por razón del mandato representativo recibido de sus electores para impugnar los actos de éstas que contradigan el ordenamiento jurídico. Como afirma textualmente la Sentencia,

“no se trata de una legitimación basada en un interés abstracto en la legalidad, sino de una legitimación directamente derivada de la condición de representante popular que ostentan los concejales de un Ayuntamiento, y que se traduce en un interés concreto –inclusive puede hablarse de obligación– de controlar su correcto funcionamiento, como único medio a su vez de conseguir la satisfacción de las necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal que, como primera competencia, asigna a los municipios el artículo 25.1 LBRL”.

Ni siquiera se trata, también insiste en ello el TC, de la posibilidad de recurrir los actos de un órgano colegiado municipal por sus miembros que hubiesen votado en contra (artículo 63.1.b LBRL), pues en el supuesto enjuiciado la resolución impugnada por la concejal fue dictada por el Alcalde (sin perjuicio de recordar que, a mayor abundamiento, la demandante fue miembro del tribunal calificador que formuló la propuesta de nombramiento, y manifestó reiterada y expresamente su desacuerdo con el desarrollo de las pruebas selectivas y con la declaración de aptitud de determinados aspirantes). Se trata de un interés concreto derivado de su mandato representativo, orientado a la consecución de un funcionamiento de la Corporación local ajustado a derecho como medio de satisfacción de aquellas necesidades y aspiraciones, que legitima por si mismo para impugnar en vía contenciosa un Acuerdo municipal en cuya adopción no pudo intervenir. 

2. Tribunal Supremo (TS).-

Dos son las Sentencias del Tribunal Supremo que hay que destacar en este informe. Se trata de las SSTS de 14 y 17 de diciembre de 2009, Sala de lo Contencioso-Administrativo, recursos núm. 3851/2005 y 3541/2005, ambas referidas a las mismas cuestiones: la obligación de las entidades locales de remitir a la Administración autonómica copia literal o extracto de sus actas y acuerdos (artículo 56.1 LBRL) y la posibilidad de que ésta impugne directamente ante la jurisdicción contencioso-administrativa aquéllos que considere contrarios al ordenamiento jurídico, sin necesidad de requerimiento previo (artículo 65 de la misma norma). En este último supuesto, el plazo establecido en la LJCA para interponer dicho recurso judicial es de dos meses a contar desde el día siguiente al de la notificación o publicación del acto al tratarse de actos expresos; plazo que, en el entender de las Sentencias de instancia que se recurrían en casación, había sido rebasado. En el primer caso, porque el Ayuntamiento comunicó el acuerdo recurrido –aprobación definitiva de un instrumento de desarrollo urbanístico– a la Dirección General de Urbanismo el 27 de septiembre y la Comunidad Autónoma presentó el recurso contencioso el 10 de diciembre. El segundo, porque la comunicación municipal a la Comisión Provincial de Urbanismo de un acuerdo del mismo tenor se produjo el 16 de febrero, interponiendo recurso la Administración autonómica el día 16 de julio. Sin embargo, recordando jurisprudencia previa, el TS considera que estas comunicaciones no suponen el cumplimiento del deber de remisión establecido en la LBRL sino, habida cuenta su destinatario, obligaciones análogas impuestas por la legislación urbanística autonómica en relación con los actos aprobatorios del planeamiento. Las comunicaciones, que realmente han de considerarse a efectos de determinar la fecha de inicio del cómputo del plazo para recurrir (por suponer, éstas sí, la manifestación de aquel deber derivado de la normativa básica de régimen local) son las realizadas el 9 de octubre en el primer caso –día en que el Ayuntamiento remitió el acta de la sesión a la Consejería de Presidencia del Gobierno de Canarias–, y el 16 de mayo en el segundo –en que se procedió a la publicación en el Boletín Oficial de la Provincia de Lleida del acuerdo de aprobación definitiva del plan, al no constar en el expediente la fecha concreta de comunicación y remisión del acuerdo a la Administración autonómica–. Y es que, como también recuerdan las Sentencias, el TS ha acogido en diversas ocasiones la doctrina que permite optar al recurrente por la fecha de publicación del acto cuando se trata de decisiones administrativas que, además de ser objeto de notificación personal, deben ser publicadas, como ocurría a mayor abundamiento en el primer supuesto enjuiciado, en que el acuerdo local fue publicado en el Boletín autonómico el 28 de octubre, permitiendo la impugnación en vía jurisdiccional dentro de los dos meses siguientes a dicha publicación. 

3. Tribunales Superiores de Justicia (TSJ).-

M) Navarra.-

Por lo que respecta a la jurisprudencia de los TSJ, destacar en esta ocasión una STSJ de Navarra que, aunque de fecha anterior, se ha incorporado recientemente a los repertorios jurisprudenciales. Se trata de la Sentencia de 17 de julio de 2009, Sala de lo Contencioso-Administrativo, recurso núm. 247/2008, que desestima el recurso de apelación presentado contra la Sentencia de un Juzgado de lo Contencioso-Administrativo; Sentencia que acogió el allanamiento de la parte demandada en la instancia –un Ayuntamiento que funciona en régimen de Concejo abierto– y declaró concedida la licencia de obras que antes había denegado. A juicio de los apelantes, el órgano competente para el allanamiento sería la Asamblea vecinal en sustitución del Pleno, en aplicación de lo dispuesto en los artículos 23.1.f (corresponde al Pleno la defensa en los procedimientos incoados contra el Ayuntamiento) y 41.1.c TRRL (la Asamblea vecinal tendrá en general, cuantas atribuciones se asignan por la Ley al Ayuntamiento Pleno con respecto a la administración del Municipio, en el ámbito de la entidad). Sin embargo, la Sala recuerda la prevalencia del artículo 21.1.k LBRL (corresponde al Alcalde el ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la defensa del Ayuntamiento en las materias de su competencia, incluso cuando las hubiere delegado en otro órgano, y, en caso de urgencia, en materias de la competencia del Pleno…), por lo que el allanamiento realizado por el Teniente de Alcalde, en sustitución del Alcalde incurso en causa de abstención, entra en su ámbito competencial. Tampoco considera probada la Sala la ilegalidad del allanamiento por infracción del ordenamiento jurídico, en la medida en que aparece motivado y fundado en un informe de origen neutral (del Director General del Servicio Ambiental) coincidente en sentido con la demanda. 
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